
TESIS JURISPRUDENCIALES 
Publicadas el viernes 29 de noviembre de 2019 en el Semanario Judicial de la Federación. 
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Época: Décima Época  
Registro: 2021182  
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Jurisprudencia  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 29 de noviembre de 2019 10:40 h  
Materia(s): (Común)  
Tesis: I.20o.A. J/4 (10a.)  
 
RECURSO DE QUEJA PREVISTO EN EL ARTÍCULO 97, FRACCIÓN I, INCISO E), DE LA LEY DE 
AMPARO. PROCEDE CONTRA EL AUTO POR EL CUAL EL JUEZ DE DISTRITO ORDENA A LA 
AUTORIDAD RECAUDADORA EL COBRO COACTIVO DE LAS MULTAS IMPUESTAS A LOS 
SERVIDORES PÚBLICOS SEÑALADOS COMO AUTORIDADES RESPONSABLES, POR 
INCUMPLIMIENTO A LA SENTENCIA PROTECTORA. 
 
La orden dada por el Juez de Distrito a la autoridad recaudadora, a efecto de que haga efectiva una 
multa impuesta al servidor público señalado como autoridad responsable por incumplimiento a la 
sentencia de amparo, genera un agravio no reparable que hace procedente en su contra el recurso de 
queja previsto en el artículo 97, fracción I, inciso e), de la ley de la materia. Esto encuentra justificación 
en que, por cuanto hace a los autos dictados después de fallado el juicio de amparo en lo principal, la 
procedencia del recurso mencionado está determinada por los matices propios que distinguen a la 
etapa de ejecución de la sentencia protectora, en que el procedimiento relativo puede ser revisado 
oficiosamente en un eventual incidente de inejecución de sentencia, o bien, en el recurso de 
inconformidad que se haga valer contra el auto que declaró cumplida la ejecutoria. Así, el cobro de una 
multa conlleva la realización de actuaciones a cargo de la autoridad recaudadora que tendrán cauce y 
conclusión autónomos respecto del juicio de amparo y, por ende, serán ajenos a la dirección del Juez. 
En este sentido, la regularidad de esa ejecución no será materia de revisión posterior, de modo que ni 
siquiera de llegarse a decidir en el incidente de inejecución de sentencia o en el recurso de 
inconformidad que no debió imponerse multa alguna, el agravio causado por su ejecución a cargo de la 
autoridad recaudadora podría ser reparado, dada la imposibilidad del servidor público de disponer del 
valor pecuniario de la sanción económica que se le hizo efectiva. 
 
VIGÉSIMO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER CIRCUITO. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 29 de noviembre de 2019 a las 10:40 horas en el Semanario Judicial de 
la Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 02 de diciembre de 
2019, para los efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013. 
  

http://juristadelfuturo.org/
http://juristadelfuturo.org/


TESIS JURISPRUDENCIALES 
Publicadas el viernes 29 de noviembre de 2019 en el Semanario Judicial de la Federación. 

 

 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación (https://sjf.scjn.gob.mx) 

h
ttp

://ju
ris

ta
d

e
lfu

tu
ro

.o
rg

 h
tt

p
:/

/j
u

ri
s
ta

d
e
lf
u

tu
ro

.o
rg

 

Época: Décima Época  
Registro: 2021180  
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Jurisprudencia  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 29 de noviembre de 2019 10:40 h  
Materia(s): (Común, Civil)  
Tesis: VI.2o.C J/33 (10a.)  
 
PRUEBAS EN EL PROCEDIMIENTO MERCANTIL. LOS JUECES DE INSTANCIA, LOCALES O 
FEDERALES, EN LA EMISIÓN DE SUS FALLOS TIENEN LIBERTAD PARA VALORAR LAS 
APORTADAS POR LAS PARTES Y LOS TRIBUNALES COLEGIADOS DE CIRCUITO QUE 
CONOZCAN DEL AMPARO DIRECTO EN SU CONTRA, NO ESTÁN FACULTADOS PARA 
ANALIZAR LA LEGALIDAD DE LAS APRECIACIONES EFECTUADAS POR AQUÉLLOS, COMO SI 
FUERAN TRIBUNALES DE ALZADA. 
 
La diferencia de jurisdicciones en que actúan los Jueces naturales o de instancia dentro de un 
procedimiento mercantil y los Tribunales Colegiados de Circuito como órganos jurisdiccionales de 
amparo, es un elemento trascendental para distinguir el ámbito y extensión de las facultades legales 
que a cada uno de ellos corresponde ejercer, en la apreciación de los hechos materia de la controversia 
en el juicio mercantil. Mientras el Juez de la causa, ya sea local o federal, en la emisión de su fallo 
cuenta con toda libertad para valorar las pruebas que fueron aportadas por las partes, los Tribunales 
Colegiados de Circuito que conozcan del amparo directo en su contra, no están en condición legal de 
analizar la legalidad de las apreciaciones efectuadas por aquéllos, como si fuera un tribunal de alzada, 
reasumiendo jurisdicción respecto de esa misma competencia mercantil, sino que su función 
constitucional gira en torno de si el juzgador natural o de instancia se sujetó o no a las directrices que al 
efecto rigen en materia de derechos humanos en la esfera constitucional y convencional, pero desde 
ninguna perspectiva puede estimarse que aquéllos puedan o deban sustituirse a las autoridades 
responsables en el ejercicio de ponderación por ellos implementado, al ser ésta una atribución legal 
exclusiva de los juzgadores de instancia, llegando al extremo de calificar la conclusión alcanzada, a 
través de un nuevo análisis sobre las convicciones obtenidas respecto de los medios de prueba sujetos 
a su valoración. Lo anterior conduce a estimar que el estudio del acto reclamado en sede constitucional, 
si los conceptos de violación dan la pauta para ello, debe circunscribirse a verificar la fundamentación y 
motivación de las facultades discrecionales que el juzgador natural o de instancia ejerció, con base en 
las reglas de la lógica y los lineamientos jurídicos establecidos en la norma aplicable al caso concreto, 
pero no lo relativo a la convicción alcanzada. 
 
SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL SEXTO CIRCUITO. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 29 de noviembre de 2019 a las 10:40 horas en el Semanario Judicial de 
la Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 02 de diciembre de 
2019, para los efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013. 
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TESIS JURISPRUDENCIALES 
Publicadas el viernes 29 de noviembre de 2019 en el Semanario Judicial de la Federación. 

 

 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación (https://sjf.scjn.gob.mx) 
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Época: Décima Época  
Registro: 2021177  
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Jurisprudencia  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 29 de noviembre de 2019 10:40 h  
Materia(s): (Común)  
Tesis: I.20o.A. J/3 (10a.)  
 
MULTAS IMPUESTAS A LAS AUTORIDADES RESPONSABLES POR INCUMPLIMIENTO A LAS 
SENTENCIAS DE AMPARO. SU COBRO COACTIVO SÓLO PUEDE ORDENARSE HASTA QUE 
ADQUIERA FIRMEZA EL AUTO O RESOLUCIÓN EN QUE SE DECRETÓ SU IMPOSICIÓN. 
 
Conforme a la jurisprudencia 2a./J. 178/2016 (10a.), de la Segunda Sala de la Suprema Corte de 
Justicia de la Nación, la imposición de una multa a la autoridad responsable por incumplimiento a una 
ejecutoria de amparo no constituye una resolución irreparable para efectos de la procedencia del 
recurso de queja, toda vez que el perjuicio ocasionado a quien se impone dicha medida de apremio 
puede ser motivo de revisión en: 1) el incidente de inejecución de sentencia, de oficio por el Tribunal 
Colegiado de Circuito o por la Suprema Corte de Justicia de la Nación, o 2) el recurso de inconformidad 
que se haga valer contra el auto que tenga por cumplido el fallo protector. En estas condiciones, la 
circunstancia de que la regularidad de la imposición de la multa aún sea susceptible de revisión, 
evidencia que la subsistencia jurídica de esa sanción no ha quedado definida, al grado de adquirir 
inmutabilidad. Por tanto, el cobro coactivo de las multas mencionadas sólo puede ordenarse hasta que 
adquiera firmeza el auto o resolución en que se decretó su imposición, esto es, una vez resueltos el 
incidente o recurso señalados. Esto último no es contrario a los artículos 65 y 145 del Código Fiscal de 
la Federación, que regulan el momento a partir del cual puede hacerse exigible un crédito fiscal, como lo 
son las multas que impone el Poder Judicial de la Federación, pues la ejecutoriedad del auto en que 
lleguen a decretarse debe atender a la lógica de la firmeza de las actuaciones judiciales, la cual sólo 
puede predicarse respecto de resoluciones contra las que ya no procede medio de defensa alguno, o 
bien, su subsistencia jurídica no esté sujeta a una revisión oficiosa posterior. 
 
VIGÉSIMO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER CIRCUITO. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 29 de noviembre de 2019 a las 10:40 horas en el Semanario Judicial de 
la Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 02 de diciembre de 
2019, para los efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013. 
  

http://juristadelfuturo.org/
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TESIS JURISPRUDENCIALES 
Publicadas el viernes 29 de noviembre de 2019 en el Semanario Judicial de la Federación. 

 

 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación (https://sjf.scjn.gob.mx) 
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Época: Décima Época  
Registro: 2021176  
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Jurisprudencia  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 29 de noviembre de 2019 10:40 h  
Materia(s): (Común)  
Tesis: I.11o.T. J/1 (10a.)  
 
MULTA A LA AUTORIDAD RESPONSABLE QUE NO TRAMITA LA DEMANDA DE AMPARO 
DIRECTO O NO REMITE CON LA OPORTUNIDAD DEBIDA Y EN LOS PLAZOS LAS 
CONSTANCIAS SOLICITADAS. PUEDE INAPLICARSE, PREVIO EJERCICIO DE VALORACIÓN 
(INTERPRETACIÓN EXTENSIVA DE LA FRACCIÓN IV DEL ARTÍCULO 260 DE LA LEY DE LA 
MATERIA). 
 
La fracción IV del artículo 260 de la Ley de Amparo dispone que se sancionará con multa a la autoridad 
responsable que no tramite la demanda de amparo, o no remita con la oportunidad debida y en los 
plazos previstos por la propia ley, las constancias que le sean solicitadas por amparo o por las partes en 
el juicio constitucional, lo cual, en principio, llevaría a considerar, bajo una interpretación aislada de 
dicha norma, que el solo incumplimiento del plazo de cinco días contados a partir del siguiente al de 
presentación de la demanda (en el caso del amparo directo), para hacer lo propio, actualiza la conducta 
sancionable; empero, la labor jurisdiccional lleva implícito el ejercicio de la sana crítica y de la 
ponderación objetiva, a fin de evitar que la aplicación del derecho resulte irracional por no atender al 
caso concreto; de ahí que de una interpretación extensiva puede establecerse, como premisa para 
analizar la procedencia de la multa, que en cada caso concreto debe realizarse una valoración, lo más 
objetiva posible, de la situación real en que se encuentra la autoridad sancionada frente al cumplimiento 
de sus obligaciones procesales con respecto al trámite del juicio de amparo directo a partir de la 
presentación, ante ella, de la demanda; valoración que debe realizarse con base en elementos 
relevantes, sin que para ello se atienda a la falta o no de dolo o mala fe de su parte. El primero es el 
referente a las cargas laborales que enfrenta esta última y sus limitaciones en materia de recursos 
materiales y humanos, lo cual debe tenerse presente y, especialmente en el ámbito judicial, por ser un 
hecho notorio para los propios juzgadores; el segundo, responde a la razonabilidad del tiempo 
consumido o transcurrido desde la recepción de la demanda hasta su remisión, incluidos sus anexos al 
Tribunal Colegiado de Circuito, para que pueda afirmarse que, a pesar de exceder el plazo legalmente 
establecido, no llegue a ser desproporcionadamente excesivo e injustificado; criterio que no implica 
desconocimiento ni desacato de la ley ni de la jurisprudencia, sino una interpretación que tiene como 
finalidad que la aplicación de ambas no derive en un perjuicio irracional y contrario a la realidad 
material, que pueda traducirse en sancionar a alguien por no hacer algo que en verdad le hubiere 
resultado imposible. 
 
DÉCIMO PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA DE TRABAJO DEL PRIMER CIRCUITO. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 29 de noviembre de 2019 a las 10:40 horas en el Semanario Judicial de 
la Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 02 de diciembre de 
2019, para los efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013. 
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TESIS JURISPRUDENCIALES 
Publicadas el viernes 29 de noviembre de 2019 en el Semanario Judicial de la Federación. 

 

 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación (https://sjf.scjn.gob.mx) 
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Época: Décima Época  
Registro: 2021170  
Instancia: Primera Sala  
Tipo de Tesis: Jurisprudencia  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 29 de noviembre de 2019 10:40 h  
Materia(s): (Civil)  
Tesis: 1a./J. 79/2019 (10a.)  
 

EXPLORACIÓN, EXTRACCIÓN Y TRANSPORTE DE HIDROCARBUROS. LOS ACUERDOS ENTRE 
LOS PROPIETARIOS O POSEEDORES DE LAS TIERRAS, BIENES Y DERECHOS AFECTADOS Y 
LOS ASIGNATARIOS, CONTRATISTAS Y PERMISIONARIOS A QUE SE REFIERE EL ARTÍCULO 
105 DE LA LEY RELATIVA, PUEDEN VALIDARSE MEDIANTE DILIGENCIAS DE JURISDICCIÓN 
VOLUNTARIA. 
 

La Ley de Hidrocarburos contiene una serie de disposiciones tendentes a regular los aspectos 
mandatados por el Poder Constituyente, que incluyen reglas para ordenar los procesos de negociación 
que habrán de celebrarse entre asignatarios, contratistas y permisionarios y, los propietarios o 
poseedores de las tierras, bienes y derechos que pudieran ser afectados por las actividades de los 
primeros. Para cumplir con la finalidad de realizar las actividades inherentes al ramo, la legislación en la 
materia confiere a los asignatarios o contratistas la facultad para suscribir contratos de uso, goce o 
afectación de los terrenos, bienes o derechos con sus propietarios según lo dispuesto en el artículo 100 
de la Ley de Hidrocarburos, los cuales deben realizarse de manera transparente y sujetándose a 
diversas disposiciones previstas en la propia ley, su reglamento y adicionalmente se prevén 
procedimientos específicos y ágiles orientados a evaluar y, en su caso, validar los acuerdos libremente 
convenidos. Ahora bien, el procedimiento de validación previsto en el artículo 105 de la Ley de 
Hidrocarburos no es de cognición contenciosa, donde intervengan dos o más partes con pretensiones 
opuestas, sino que se trata de un procedimiento en el que la actuación del Juez se limita a verificar si el 
acuerdo alcanzado por las partes (contratista o asignatario y el propietario o titular de los terrenos, 
derechos o bienes que serán materia de uso, goce o afectación por la constitución de una servidumbre 
voluntaria) cumple con las formalidades previstas en la Ley de Hidrocarburos, en su caso, en la Ley 
Agraria y en las demás disposiciones aplicables, pero no dirime una disputa entre partes; por lo que al 
no haber contendientes en sentido estricto y estar ausente alguna controversia, es indudable que dicho 
procedimiento de validación puede solicitarse mediante diligencias de jurisdicción voluntaria que, por su 
especial naturaleza, faculta a los Jueces a autorizar o solemnizar ciertos actos, distintos de la actividad 
de juzgamiento; lo anterior en virtud de la instrumentación –sui géneris– del referido procedimiento, 
donde al atender a la naturaleza de la solicitud sometida a consideración del Juez, pueden advertirse 
elementos característicos que admiten ser analizados en esa vía, cuyas reglas sirven de soporte para el 
desahogo de las actuaciones que desarrollará el órgano jurisdiccional por disposición de la ley o por 
solicitud de los interesados, teniendo como base las pautas generales para el procedimiento de 
validación a que se refiere el precepto de la ley especial indicada, sin que las particularidades, como 
son las relativas a que la resolución en torno a la validación o no del acuerdo de voluntades tendrá el 
carácter de sentencia y que ésta constituirá cosa juzgada, resulten relevantes para excluir la viabilidad 
de la jurisdicción voluntaria, pues lo esencial es que se cumple la característica básica de ausencia de 
litigio; de manera que al atender a la importancia del análisis que se haga del convenio y en virtud de 
que lo que se busca es brindar la mayor seguridad jurídica posible, el procedimiento regulado para el 
trámite de las diligencias de jurisdicción voluntaria es legalmente apto para solicitar la revisión y, en su 
caso, validación de los acuerdos que regula el indicado artículo 105. 
 

PRIMERA SALA 
 

Esta tesis se publicó el viernes 29 de noviembre de 2019 a las 10:40 horas en el Semanario Judicial de 
la Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 02 de diciembre de 
2019, para los efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013. 

http://juristadelfuturo.org/
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TESIS JURISPRUDENCIALES 
Publicadas el viernes 29 de noviembre de 2019 en el Semanario Judicial de la Federación. 

 

 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación (https://sjf.scjn.gob.mx) 
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Época: Décima Época  
Registro: 2021168  
Instancia: Plenos de Circuito  
Tipo de Tesis: Jurisprudencia  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 29 de noviembre de 2019 10:40 h  
Materia(s): (Administrativa)  
Tesis: PC.I.A. J/155 A (10a.)  
 
DERECHOS DE AUTOR. COMPETENCIA PARA CONOCER DEL JUICIO EN EL QUE SE IMPUGNA 
LA INSCRIPCIÓN DE UNA OBRA EN EL REGISTRO PÚBLICO DEL DERECHO DE AUTOR. 
CORRESPONDE AL JUEZ DE DISTRITO EN MATERIA ADMINISTRATIVA, EN VÍA ORDINARIA. 
 
El artículo 214 de la Ley Federal del Derecho de Autor prevé la acción para impugnar una constancia, 
anotación o inscripción en el Registro Público del Derecho de Autor, en la que el Instituto Nacional del 
Derecho de Autor deberá tener necesariamente el carácter de parte demandada, de la cual sólo podrán 
conocer los tribunales federales. En ese sentido, el numeral aludido se ubica en el Título XI, 
denominado "De los procedimientos", Capítulo I, intitulado "Del Procedimiento ante Autoridades 
Judiciales", de ahí que al hacer referencia a la expresión "tribunales federales", debe entenderse a los 
tribunales federales judiciales que integran el Poder Judicial de la Federación, de conformidad con la 
competencia prevista en el artículo 104 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 
por lo que es evidente que no se incluye en esa mención a los tribunales federales administrativos, 
como el Tribunal Federal de Justicia Administrativa, aun cuando tenga funciones materialmente 
jurisdiccionales, pues no es una autoridad judicial, tal como se advierte del diverso artículo 73, fracción 
XXIX-H, de la Norma Fundamental. En esas condiciones, interpretado el precepto 214 de la Ley Federal 
del Derecho de Autor, conjuntamente con el diverso 52, fracción I, de la Ley Orgánica del Poder Judicial 
de la Federación, se determina que es competencia de los Jueces de Distrito en Materia Administrativa 
resolver en la vía ordinaria, sobre la impugnación de la inscripción de una obra en el Registro Público 
del Derecho de Autor. 
 
PLENO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER CIRCUITO. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 29 de noviembre de 2019 a las 10:40 horas en el Semanario Judicial de 
la Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 02 de diciembre de 
2019, para los efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013. 
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TESIS JURISPRUDENCIALES 
Publicadas el viernes 29 de noviembre de 2019 en el Semanario Judicial de la Federación. 

 

 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación (https://sjf.scjn.gob.mx) 
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Época: Décima Época  
Registro: 2021165  
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Jurisprudencia  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 29 de noviembre de 2019 10:40 h  
Materia(s): (Laboral)  
Tesis: V.3o.C.T. J/1 (10a.)  
 
DEMANDA LABORAL. LA PREVENCIÓN DE LA JUNTA PARA QUE EL TRABAJADOR LA 
REGULARICE, SIN SEÑALAR LOS DEFECTOS Y OMISIONES, CONSTITUYE UNA VIOLACIÓN 
QUE AMERITA LA REPOSICIÓN DEL PROCEDIMIENTO (APLICACIÓN ANALÓGICA DE LA 
JURISPRUDENCIA 2a./J. 134/99). 
 
Conforme a los artículos 685, párrafo segundo, 873, párrafo segundo y 878, fracción II, de la Ley 
Federal del Trabajo, las Juntas de Conciliación y Arbitraje se encuentran obligadas a prevenir al 
trabajador o a sus beneficiarios para que subsanen las irregularidades que se adviertan de su demanda, 
señalando en el auto correspondiente los defectos y omisiones en que hayan incurrido. En ese sentido, 
la prevención genérica realizada por la Junta para que el trabajador regularice las deficiencias sin 
especificar en qué consisten, es insuficiente para tener por colmada la obligación prevista en los citados 
numerales, pues dicha forma de actuar lo deja en estado de indefensión, al desconocer los aspectos 
que deban ser objeto de aclaración, lo cual trasciende al derecho de acceso a la justicia previsto en el 
artículo 17 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, ya que impide la correcta 
integración de la litis por una deficiencia atribuible a la autoridad laboral y, como consecuencia, se sigue 
un procedimiento que, eventualmente, resultará infructuoso, ante la falta de elementos para resolver en 
el laudo, lo que constituye una violación análoga en términos del artículo 172, fracción XII, de la Ley de 
Amparo que afecta las defensas de la accionante y trasciende al resultado del fallo, y amerita la 
reposición del procedimiento; de ahí que en estos casos deba hacerse extensiva la aplicación de la 
jurisprudencia 2a./J. 134/99, emitida por la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, 
de rubro: "DEMANDA LABORAL. LA OMISIÓN DE REQUERIR AL TRABAJADOR PARA QUE LA 
ACLARE O CORRIJA CONSTITUYE UNA VIOLACIÓN PROCESAL QUE, AMERITA LA REPOSICIÓN 
DEL PROCEDIMIENTO EN EL SUPUESTO DE QUE AFECTE LAS PRETENSIONES DEL ACTOR Y 
TRASCIENDA AL RESULTADO DEL FALLO." 
 
TERCER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIAS CIVIL Y DE TRABAJO DEL QUINTO CIRCUITO. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 29 de noviembre de 2019 a las 10:40 horas en el Semanario Judicial de 
la Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 02 de diciembre de 
2019, para los efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013. 
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TESIS JURISPRUDENCIALES 
Publicadas el viernes 29 de noviembre de 2019 en el Semanario Judicial de la Federación. 

 

 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación (https://sjf.scjn.gob.mx) 
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Época: Décima Época  
Registro: 2021163  
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Jurisprudencia  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 29 de noviembre de 2019 10:40 h  
Materia(s): (Común)  
Tesis: I.8o.P. J/4 (10a.)  
 
DEMANDA DE AMPARO INDIRECTO. PREVIO A PRONUNCIARSE SOBRE SU ADMISIÓN O 
DESECHAMIENTO, EL JUZGADOR NO TIENE ATRIBUCIONES PARA REALIZAR DE OFICIO 
GESTIONES ANTE LA AUTORIDAD RESPONSABLE PARA ACREDITAR ALGUNO DE SUS 
REQUISITOS, O ALGUNA CAUSA MANIFIESTA E INDUDABLE DE IMPROCEDENCIA. 
 
Los juzgadores de amparo no tienen atribuciones para realizar oficiosamente gestiones ante la 
autoridad responsable, a fin de acreditar algún requisito de la demanda de amparo indirecto, o bien 
alguna causa de improcedencia, antes de pronunciarse sobre su admisión o desechamiento, pues los 
artículos 113, 114 y 115 de la Ley de Amparo, únicamente los facultan para hacer requerimientos al 
quejoso, a fin de aclarar y/o subsanar las deficiencias, omisiones o irregularidades que adviertan en el 
propio escrito de demanda. Así, aunque es verdad que, por principio, las causas de improcedencia 
deben ser indagadas de oficio, no es oportuno hacerlo antes de acordar lo conducente, en cuanto a la 
admisión o desechamiento que proceda, dado que, en ese estadio procesal, si el juicio de amparo es 
improcedente, es porque la causa manifiesta e indudable deriva del propio escrito de demanda y, en su 
caso, de las constancias anexas a éste, de modo que no se satisface lo anterior, cuando se realizan 
gestiones para arribar a dicha convicción. 
 
OCTAVO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA PENAL DEL PRIMER CIRCUITO. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 29 de noviembre de 2019 a las 10:40 horas en el Semanario Judicial de 
la Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 02 de diciembre de 
2019, para los efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013. 
  

http://juristadelfuturo.org/
http://juristadelfuturo.org/


TESIS JURISPRUDENCIALES 
Publicadas el viernes 29 de noviembre de 2019 en el Semanario Judicial de la Federación. 

 

 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación (https://sjf.scjn.gob.mx) 
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Época: Décima Época  
Registro: 2021162  
Instancia: Primera Sala  
Tipo de Tesis: Jurisprudencia  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 29 de noviembre de 2019 10:40 h  
Materia(s): (Penal)  
Tesis: 1a./J. 77/2019 (10a.)  
 
DEFRAUDACIÓN FISCAL EQUIPARADA PREVISTA EN EL ARTÍCULO 109, FRACCIÓN V, DEL 
CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN VIGENTE HASTA EL 31 DE DICIEMBRE DE 2011. LA 
ABROGACIÓN DE LA LEY DEL IMPUESTO EMPRESARIAL A TASA ÚNICA A PARTIR DEL 1 DE 
ENERO DE 2014, NO IMPLICA LA SUPRESIÓN DEL TIPO PENAL RELATIVO. 
 
Conforme al precepto citado, será sancionado con las mismas penas del delito de defraudación fiscal, a 
quien omita presentar, por más de doce meses, la declaración de un ejercicio que exijan las leyes 
fiscales, dejando de pagar la contribución correspondiente. Ahora bien, al instituirse una omisión como 
tipo penal, en su configuración subyace la existencia de una norma preceptiva que impide al sujeto 
activo contribuyente actuar en determinado sentido; que en el caso de la defraudación fiscal equiparada 
se traduce en la obligación de presentar la declaración de un ejercicio fiscal que exijan las leyes fiscales 
correspondientes, en términos de los artículos 6o. y 31 del Código Fiscal de la Federación y de pagar 
una de las contribuciones que, conforme a la clasificación del artículo 2o. del mismo código tributario, 
comprende a los impuestos, aportaciones de seguridad social, contribuciones de mejoras y derechos. 
Entonces, si bien dentro de los elementos que integran el tipo penal se encuentran los normativos de 
valoración jurídica, como son "la declaración de un ejercicio que exijan las leyes fiscales y la existencia 
de la contribución correspondiente" y se dotan de contenido a través de las normas fiscales aplicables, 
dichos elementos no se modifican por virtud de la abrogación de la Ley del Impuesto Empresarial a 
Tasa Única, pues el artículo décimo segundo transitorio del decreto por el que se abrogó, los sigue 
dotando de contenido, ya que establece expresamente que las obligaciones y los derechos que 
hubieran nacido durante su vigencia deberán cumplirse conforme a los montos, las formas y los plazos 
establecidos en la ley abrogada y demás disposiciones aplicables, entre otras. Por tanto, la abrogación 
de la Ley del Impuesto Empresarial a Tasa Única, a partir del 1 de enero de 2014, en la que se prevé 
bajo su vigencia quiénes son los sujetos obligados al pago del impuesto, así como la obligación de 
presentar las declaraciones y los plazos para hacerlo, no implica la supresión del aludido tipo penal, 
toda vez que dicha abrogación sólo tiene efectos a partir de su vigencia, sin que pueda incidir en las 
conductas a que refiere el tipo penal durante la vigencia de aquella ley fiscal, ya que la abrogación de la 
obligación tributaria no conlleva que la conducta típica realizada durante su vigencia, no amerite sanción 
alguna. 
 
PRIMERA SALA 
 
Esta tesis se publicó el viernes 29 de noviembre de 2019 a las 10:40 horas en el Semanario Judicial de 
la Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 02 de diciembre de 
2019, para los efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013. 
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TESIS JURISPRUDENCIALES 
Publicadas el viernes 29 de noviembre de 2019 en el Semanario Judicial de la Federación. 

 

 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación (https://sjf.scjn.gob.mx) 

h
ttp

://ju
ris

ta
d

e
lfu

tu
ro

.o
rg

 h
tt

p
:/

/j
u

ri
s
ta

d
e
lf
u

tu
ro

.o
rg

 

Época: Décima Época  
Registro: 2021161  
Instancia: Primera Sala  
Tipo de Tesis: Jurisprudencia  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 29 de noviembre de 2019 10:40 h  
Materia(s): (Constitucional, Penal)  
Tesis: 1a./J. 78/2019 (10a.)  
 
DEFRAUDACIÓN FISCAL EQUIPARADA PREVISTA EN EL ARTÍCULO 109, FRACCIÓN V, DEL 
CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN VIGENTE HASTA EL 31 DE DICIEMBRE DE 2011. LA 
ABROGACIÓN DE LA LEY DEL IMPUESTO EMPRESARIAL A TASA ÚNICA A PARTIR DEL 1 DE 
ENERO DE 2014, NO ACTUALIZA EL SUPUESTO DE LA APLICACIÓN DEL PRINCIPIO DE 
RETROACTIVIDAD DE LA LEY EN BENEFICIO DEL GOBERNADO POR SUPRESIÓN DEL TIPO 
PENAL. 
 
Esta Suprema Corte de Justicia de la Nación ha sostenido que del artículo 14, párrafo primero, de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, deriva el principio de retroactividad de la ley en 
beneficio del gobernado, el cual también está reconocido en los artículos 9 de la Convención Americana 
sobre Derechos Humanos, así como 56 y 117 del Código Penal Federal. Ahora bien, uno de los 
supuestos en que se actualiza la aplicación de dicho principio es cuando el legislador ha dejado de 
considerar típica alguna conducta sancionada por una ley anterior, o bien, ha renunciado al ius puniendi 
estatal, lo que da lugar a eximir de toda pena a su autor. A partir de lo anterior, la abrogación de la Ley 
del Impuesto Empresarial a Tasa Única, a partir del 1 de enero de 2014, no implica que se haya 
actualizado el supuesto de supresión del tipo penal de defraudación fiscal equiparada previsto en el 
artículo 109, fracción V, del Código Fiscal de la Federación vigente hasta el 31 de diciembre de 2011, ni 
que el legislador haya renunciado a sancionar la defraudación fiscal equiparada, ya que el artículo 
décimo segundo transitorio del decreto por el que se abroga la ley referida, publicado en el Diario Oficial 
de la Federación el 11 de diciembre de 2013, prevé expresamente que las obligaciones y los derechos 
que hubieran nacido durante su vigencia deberán cumplirse conforme a los montos, las formas y los 
plazos establecidos en la ley abrogada y demás disposiciones aplicables, lo que se traduce en que las 
obligaciones de los contribuyentes en relación con el citado impuesto, entre las que se encuentran las 
de presentar declaración y las de pago no cubiertas, continúan siendo exigibles por la realización de las 
situaciones jurídicas o de hecho que hayan dado lugar al surgimiento de obligaciones durante la 
vigencia de la ley abrogada. Así, la inexistencia del impuesto no tiene el alcance de establecer que 
hayan cesado las obligaciones de ese tributo nacidas bajo su vigencia, incluidas la presentación de la 
declaración y su pago en los plazos respectivos y que, por tanto, ya no haya delito que perseguir por la 
omisión de cumplir con las obligaciones que nacieron durante la vigencia de la norma, pues subsisten 
no obstante la abrogación de la ley. De ahí que la abrogación de la Ley del Impuesto Empresarial a 
Tasa Única no actualiza la aplicación del principio de retroactividad de la ley en beneficio del gobernado 
por supresión del tipo penal. 
 
PRIMERA SALA 
 
Esta tesis se publicó el viernes 29 de noviembre de 2019 a las 10:40 horas en el Semanario Judicial de 
la Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 02 de diciembre de 
2019, para los efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013. 
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